
ha merecido en los últimos años para las entidades
regionales europeas y en especial, por lo que res-
pecta al caso español, para las Comunidades Autó-
nomas.

Este interés, unido a la regulación constitucional
de esta posibilidad en determinados Estados de la
Unión Europea, se ha materializado en los últimos
años en diferentes iniciativas expresadas desde las
propias Comunidades Autónomas o desde el ámbito
parlamentario, para que la Administración General
del Estado arbitre un sistema que haga posible la
participación de las Comunidades Autónomas en las
reuniones del Consejo, tanto en lo que se refiere a las
formaciones de rango ministerial como en lo que
respecta a las instancias preparatorias de su traba-
jo, en especial de los Grupos de Trabajo del Consejo.

ll. La participación de las Comunidades Autóno-
mas en las reuniones del Consejo, entendida como
la incorporación de un representante de las mismas
a la delegación española y su participación en las
deliberaciones, ha venido siendo una faceta poster-
gada frente a las demás facetas de la participación
autonórnica en los asuntos de la Unión Europea.

A partir de la experiencia previa que ha supuesto
en España la puesta en marcha de los diversos
elementos que hoy en día constituyen el sistema de
participación autonómica en los asuntos de la Unión
Europea, ha llegado el momento de acometer esa
faceta externa de dicha participación que, por su alto
valor simbólico, viene a representar una cierta culmi-
nación de dicho sistema.

Hacerlo supone establecer de forma concertada
entre los dos actores concernidos, la Administración
General del Estado y las Administraciones autonó-
micas, las reglas esenciales para determinar el
contenido de esa participación en las formaciones
ministeriales del Consejo de la Unión Europea. Y
para ello el instrumento más apropiado es el de un
acuerdo de la Conferencia para Asuntos Relaciona-
dos con las Comunidades Europeas. Así resulta de
la Ley que regula la Conferencia y esa es la experien-
cia de dicho órgano de colaboración que desde 1989
ha ido articulando, mediante acuerdos adoptados en
su seno, los diferentes elementos que conforman el
sistema de participación autonómica, del cual el
presente constituye uno más.

lll. Partiendo de las premisas anteriores, el pre-
sente Acuerdo establece esas reglas concertadas
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que deben dar respuesta a las preguntas esencia-
les que supone llevar a la práctica la participación
autonómica en las formaciones ministeriales del
Consejo de la Unión Europea en relación con los
asuntos que afecten a las competencias de las
Comunidades Autónomas y de las Ciudades de
Ceuta y Melilla.

La primera cuestión no es otra que determinar
lo que debe entenderse por esta participación, en
cuanto forma de asegurar una representación au-
tonómica de forma directa, mediante la incorpora-
ción a la delegación española de un miembro
designado por las Comunidades Autónomas, fren-
te a la indirecta que resulta de la participación en
el plano exclusivamente interno arbitrada desde
1994. Esta determinación conceptual se completa
reflejando de forma expresa los principios genera-
les que deben guiar el ejercicio de esa representa-
ción autonómica directa.

Una segunda consiste en determinar las forma-
ciones ministeriales del Consejo en que resulta
aplicable, lo que se hace a partir de dos premisas.
La primera el hecho de que sólo son determinadas
formaciones las que, desde un punto de vista
material, concentran los asuntos que afectan a
competencias autonómicas. Y la segunda la pro-
pia experiencia de funcionamiento del Consejo,
durante estos últimos años, en relación con el
resto de Estados miembros descentralizados que
han desarrollado este tipo de participación. De ahí
que se circunscriba inicialmente a cuatro forma-
ciones la aplicación de esa representación autonó-
mica directa.

La tercera cuestión a resolver es cómo se
determina el representante autonómico a incorpo-
rar a la delegación española. Se ha buscado la
fórmula de las Conferencias Sectoriales corres-
pondientes a las cuatro formaciones, porque el
pleno de las mismas asegura la presencia de los
interlocutores adecuados para que las Comunida-
des Autónomas puedan elegir un miembro de
Consejo de Gobierno que las represente en su
conjunto, y para que puedan participar esa elec-
ción a quien va a ejercer la presidencia de la
delegación española. Esa elección se contempla
con un carácter sucesivo, que propicie el mayor
grado de implicación de las Comunidades Autóno-
mas en este ejercicio de corresponsabilidad, y con
una periodicidad que tenga en cuenta, como regla
general, los semestres de presidencia.


